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La sentencia del Tribunal Constitucional 29/1986, de 20 de febrero (1),
parece llamada a ser una de las mds trascendentales de entre las que el
supremo intérprete ha dictado hasta el momento en materia constitucional
econdémica. Sélo la sentencia 1/1982 (2) —el «caso de las Cajas de Aho-

(1) Publicada en el suplemento al BOE nim. 69, de 21 de marzo de 1986,
pp. 10 a 20. Ponente, Excmo. Sr. D. Rafael Gémez-Ferrer Morant.

(2) De 28 de enero. Resolvi6 dos conflictos de competencia «cruzados», que
fueron acumulados. Uno lo promovié el Gobierno Vasco frente al Real Recreto
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rron— puede rivalizar con ella en importancia. Con las lineas que siguen
pretendemos destacar algunos de sus pronunciamientos.

La sentencia 29/1986 decide los recursos de inconstitucionalidad, acu-
mulados, interpuestos por la Junta de Galicia contra determinados precep-
tos del Real Decreto-Ley 8/1983, de 30 de noviembre, de reconversién y
reindustrializacién, y de la Ley 27/1984, de 26 de julio, de reconversién
y reindustrializacién (3).

Como expone su primer fundamento juridico, se tratan en ella «cuatro
grupos de cuestiones», de los que no todos interesan al propdsito de esta
nota. No nos ocuparemos de las precisiones que el fundamento segundo
hace sobre el régimen constitucional de los Decretos-Leyes (4), ni tampoco
.de la mayor parte del contenido de los fundamentos sexto, séptimo y octavo,
mas que en cuanto lo exija nuestro comentario (5).

;Sobre qué versan los tres fundamentos, tercero, cuarto y quinto, de la

:2869/1980, de 30 de diciembre, sobre las condiciones y el orden de computabilidad
de los valores de renta fija calificados por las Comunidades Auténomas en el coefi-
ciente de fondos publicos de las Cajas de Ahorro. El otro conflicto fue promovido
por el Gobierno contra el Decreto del Gobierno Vasco 45/1981, de 16 de marzo,
sobre régimen de dependencia de las Cajas de Ahorro en la Comunidad Auténoma
-del Pais Vasco.

(3) La Ley 27/1984, de 26 de julio, tuvo su origen precisamente en la tramita-
.cién urgente como proyecto de ley del Real Decreto-Ley 8/1983, de 30 de noviembre
(art. 86.3 CE). Un estudio penetrante de esta Ley en A. JIMENEZ-BLANCO, «La legisla-
cién sobre reconversién y reindustrializacién», Revista Espafiola de Derecho Adminis-
trativo, nim, 47, pags. 355 a 375.

(4) Este fundamento reitera la doctrina de las sentencias 29/1982, de 31 de ma-
yo; 6/1983, de 4 de febrero; y 111/1983, de 2 de diciembre. Aporta, sin embargo, al-
gunas novedades. Asi, v. gr., la afirmacién de que «no es posible considerar arbitra-
ria o abusiva [al efecto de estimar concurrente el presupuesto habilitante de la ‘ex-
traordinaria y urgente necesidad’ del articulo 86.1 CE] la utilizacién del Decreto-
Ley como respuesta rapida y necesaria ante la persistencia de una coyuntura econd-
mica de crisis industrial». Asimismo, aclara el concepto «régimen de las Comunida-
des Auténomas», una de las materias a las que «no podran afectar» los Decretos-
Leyes (art. 86.1 CE in fine). Aquel régimen es el «juridico-constitucional de las Comu-
nidades Auténomas, incluida la posicién institucional que les otorga la Constitucion».
Por esta razén, queda prohibido el uso del Decreto-Ley para regular el «objeto pro-
pio» o «dmbito» reservado por la Constitucién «a determinadas leyes para delimitar
las competencias del Estado y de las diferentes Comunidades Auténomas o para re-
gular o armonizar el ejercicio de las competencias de éstas».

(5) Los fundamentos sexto y séptimo analizan los preceptos particulares recu-
rridos a la luz de las consideraciones generales de los fundamentos anteriores. E! fun-
«damento octavo razona la forma concreta dada a los pronunciamientos del fallo.
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sentencia 29/1986, que son los que consideraremos? Dicho sucintamente,
estos fundamentos proceden a anadir a las competencias econdmicas sin-
gulares del Estado (6) reconocidas en el articulo 149.1 CE una nueva, sus-
tantiva y general (la «ordenacién general de la economia»), para la defini-
cién de cuyos alcance y extensién el legislador estatal, y en general los 6r-
ganos estatales competentes, disfrutardn de un ancho margen de arbitrio.
Para captar debidamente la importancia de esta doctrina, conviene co--
menzar por una reflexion sobre ciertos enunciados constitucionales.

II

Si no nos engafiamos, la dnica mencién de «la ordenacién general de
la economia» en la Constitucién espafiola (CE) es la del articulo 148.1.7.2,.
segin el cual «las Comunidades Auténomas podrdn asumir competencias»
en la «materia» de «agricultura y ganaderia, de acuerdo con la ordenacién
general de la economia». El mismo articulo 148.1 CE emplea en otro de sus.
apartados (el 13) un concepto afin, el de «objetivos marcados por la poli-
tica econdmica nacional», para delimitar la posible competencia autoné--
mica de «fomento del desarrollo econémico».

El articulo 149.1 CE, en cambio, no alista como competencia exclusiva
del Estado ninguna relativa a la «ordenacién general de la economia».
Desde luego que muchas de las competencias de las relacionadas en el ar--
ticulo 149.1 CE pueden concebirse como tipos o casos de competencias de
ordenacién econdémica general, o con trascendencia para la ordenacién ge-
neral de la economia. Podria incluso decirse que son pocas las competen-:
cias estatales del articulo 149.1 CE que no puedan ponerse en relacién con
la idea de «ordenacién general de la economia». La «legislacién mercantil»
(art. 149.1.6.°), la «legislacién laboral» (art. 149.1.7.9), la «legislacién de
la propiedad industrial» (art. 149.1.9.°) y la «legislacion sobre pesas y medi-
das» (art. 149.1.12.%) son, por ejemplo, indiscutibles factores directos de:
ordenacién econdémica general. Y, desde luego, constituyen elementos esen-
ciales de esta misma ordenacién general el régimen aduanero, arancelario-
o del comercio exterior (art. 149.1.10.%), el del «sistema monetario» o las.
«bases de la ordenacién de crédito, banca y seguros» (art. 149.1.11.%). Todas
estas competencias, insistimos, pueden llamarse, con justo titulo, de «orde--
nacién econémica general», en cuanto no se refieren a ningin concreto-

(6) Empleamos «Estado» en este trabajo en el sentido estricto del art. 149.1 CE.
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sector material de actividad econdmica ni estdn referidas a una parte del
territorio espaiiol, sino que abarcan a todos los sectores y a todo el territo-
rio del Estado con una finalidad de ordenacién global o de conjunto. Asi
sucede manifiestamente con las competencias que se atribuyen al Estado
para establecer una legislacién uniforme mercantil, laboral, de propiedad
industrial o de pesos y medidas, pero también cuando se trata del régimen
-de intercambios con el exterior o la regulacién del sistema financiero (mo-
neda, crédito, banca), porque la ordenacién unitaria del régimen de inter-
.cambios entre el sistema econémico nacional y los extranjeros (o del sistema
financiero nacional en conjunto) es una necesidad de la economia espafiola
.como un todo, que excede de los intereses de cada sector econémico o de
cada parte del espacio econdémico espanol. Es algo, por tanto, que pertene-
.ce a la ordenacién econdémica general, a la «ordenacién general de la eco-
nomia».

Podriamos extender aiin mds esta nocién e incluir en ella las reservas
.de competencia a favor del Estado que dicen referencia a sectores econd-
micos determinados, sean éstos el minero (art. 149.1.25.2), la silvicultura
(art. 149.1.23.%), la pesca maritima (art. 149.1.19.%) u otros. En este caso
¢l concepto «ordenacién general de la economia» se ensancharia hasta com-
prender la ordenacién estatal de sectores econdmicos particulares que el
-constituyente, por unas razones u otras, ha considerado de interés general
o nacional en mayor o menor grado y ha reservado por ello, en menor o
mayor medida, al Estado.

En resolucién: si nuestra idea es exacta, en la «ordenacién general de
la economia» quedarian comprendidas un conjunto aditivo de competencias
estatales del articulo 149.1 CE, a saber, todas las de cardcter econdémico
.0, a lo menos, aquellas de este cardcter que se refieren al sistema econdémi-
co espafnol como un todo.

Y la competencia del nimero 13 del articulo 149.1 CE? Este precep-
to reserva al Estado, como se sabe, las «bases y coordinacién de la planifi-
.cacion general de la actividad econémica» (7). (Se puede considerar a esta

(7) «Bases» y «coordinacién» son nociones ya precisadas en la jurisprudencia
constitucional, que se dan por conocidas en el lector. Véase, por ejemplo, el infor-
me presentado por ‘el Tribunal Constitucional espafol, del que es autor su ac-
tual presidente, a la IV Conferencia de Tribunales Constitucionales Europeos, nime-
ros 18 y 22, en Tribunales Constitucionales curopeos y Autonomias territoriales,
‘Centro de Estudios Constitucionales-Tribunal Constitucional, Madrid, 1985, pp. 190-
196 y 200; E. Garcfa DE ENTERRIA y T. R. FERNANDEZ RoODRIGUEZ, Curso de Dere-
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competencia incluida en la «ordenacién general de la economia»? La res-
puesta afirmativa parece indiscutible. S6lo restringiendo —bastante arbitra-
riamente— la nocién de «ordenacién», para excluir de ella el planeamiento
econdémico (8), podria negarse que la competencia del articulo 149.1.13 CE
es, en efecto, una competencia de ordenacidn general de la economia. Hay
que resaltar, no obstante, que el articulo 38 CE distingue, por un lado, «las
exigencias de la economia general» y, por el otro, las de «la planificacién»,
estas ultimas «en su caso», al determinar las pautas generales a las que
debe acordarse el ejercicio de la libertad de empresa y la defensa de la pro-
ductividad como objetos de la proteccidn y garantia de los poderes publicos.

El «en su caso» con que el articulo 38 CE cifie las exigencias de la
planificacién, adquiere un significado preciso ex contexiu, si lo enlazamos
<on el articulo 131.1 CE, segin el cual el Estado, mediante ley, «podrd pla-
nificar la actividad econémica general». La expresién «en su caso», referi-
da a la planificacién en el articulo 38, como el «podrd» del 131.1, traslu-
cen que la planificacién econémica general no estd constitucionalmente im-
puesta. Con igual legitimidad constitucional, puede haber y puede no haber
planificacién econémica del Estado. Si la hay, habra de atemperarse a las
finalidades que sefiala el articulo 131.1 CE y habrd de elaborarse de la
forma que prescribe el articulo 131.2 CE. Constitucionalmente, pues, el
cjercicio de la potestad estatal de planificacién econémica general es «libre
en el an» (9).

Ahora bien, ¢qué relacién media entre el articulo 131 y el 149.1.13 CE?

cho Administrativo, 1, 4* ed., Madrid, 1983, pp. 293-309 y 322-329; S. MuNoz Ma-
CHADO, Derecho Publico de las Comunidades Auténomas, 1, Madrid, 1982, pp. 417
a 430; E. AJA y otros, El sistema juridico de las Comunidades Auténomas, Madrid,
1985, pp. 142-153 y 400-410.

(8) V. gr., no considerando incluidas en la «ordenacién» todos los tipos de in-
tervencién en la economia que no se expresaran en normas juridicas generales y
abstractas, «que prescinden del factor tiempo» (H. P. IpseN, Fragestellungen zu
einem Recht der Wirtschaftsplanung; véase Planung, 1, hrsg. J. H. KAISER, Baden-
Baden, 1965, p. 57 [= p. 71 de la traduccién espanola, Planificacién, 1, Madrid, 1974]).
El mismo IpsENn, en el estudio citado y en otro titulado Rechtsfragen der Wirtschafts-
planung (véasc J. H. KaISEr, Planung, 11, Baden-Baden, 1966, pp. 82 y ss.), ha sefia-
lado al ocuparse de las Rechtsformen de los planes que la ley puede ser utilizada
como medio o instrumento de planificacién, «en la integra extensién de sus variables
posibilidades del contenido».

(9) M. BassoLs Cowma, La planificacion econdmica, en F. GARRIDO FALLA vy
otros, El modelo econdmico en la Constitucién espariola, 11, Madrid, 1981, pp. 415
y ss. M. BassoLs CoMa, Constitucidn y sistema econémico, Madrid, 1985, pp. 235-237.
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Ambos preceptos se refieren a una misma realidad, la planificacién econé-
mica, pero no del mismo modo ni a los mismos efectos. Como ha sido ya
notado, pero sin concederle excesiva trascendencia, existe una diferencia
de redaccidn entre los dos preceptos, que ha dado ocasién a distintas inter-
pretaciones (10). El articulo 131.1 CE faculta al Estado para planificar «la
actividad econdémica general», mientras que el articulo 149.1.13 le atribuye
competencia para fijar las bases y coordinar «la planificacién general de la
actividad econémica». En el articulo 131.1, el término «general» califica
a «actividad econémica» y en el articulo 149.1.13 a «planificacién». Podria
defenderse la opinién de que el significado de «general» no es el mismo en
los dos articulos. En el articulo 131.1 CE, «general» valdria «nacional»
(espafiola); este articulo facultaria al Estado, pues, para elaborar todo tipo de
planes econdémicos, generales o sectoriales, referidos a toda la actividad eco-
némica nacional, a todo el «espacio econémico» espafiol. Con el articu-
lo 149.1.13 el Estado recibiria la competencia exclusiva para fijar las bases
de la planificacién econdmica general y para coordinarla; mediante el ejer-
cicio de esta competencia, el Estado podria establecer un «comin denomi-
nador normativo» y articular ¢ integrar todos los planes econémicos gene-
rales elaborados por las Comunidades Auténomas. Esta articulacién e inte-
gracién (coordinacién) se referiria a todos los planes econémicos generales
autonémicos, entre si y con el planeamiento econémico estatal (11).

Si se acepta la hipétesis interpretativa que acabamos de exponer, el ar-
ticulo 131 y el articulo 149.1.13 mirarian a objetos bien distintos. Con el
articulo 131 CE, el constituyente atribuiria al Estado una potestad de pla-
nificacién econdmica, caracterizada no por el tipo de plan (general o sec-
torial), sino por su objeto (la actividad econémica nacional). Con el articu-
lo 149.1.13 CE se reservaria al Estado una competencia para reducir a uni-
dad e integrar el planeamiento econémico general de las Comunidades Auté-
nomas entre si y con el estatal. El nexo entre los dos preceptos lo establece
la propia técnica planificadora, pues lo mds racional es que el Estado fije

(10) M. BassoLs CoMma, La planificacidn, cit., p. 439, no concede otra significa-
cién que «la puramente gramatical o estilistica» a la diferencia de redaccién. Mas
importancia le concede O. DE JUAN ASENjJO cn su libro La Constitucion econdémica
espafiola, Madrid, 1984, p. 274, al postular la interpretacién de la nocién constitucional
de «planificacién» en sentido material y no formal.

(11) Cfr. M. BassoLs CoMa, La planificacion, cit., pp. 405 a 407; el mismo,
Constitucién y sistema econdmico, cit., pp. 232-233; O. DE JuaN AseNjo, La Consti-
tucion econdmica, cit., pp. 210 y 274.
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las bases y coordine la planificaciéon econémica de las Comunidades Auté-
nomas al elaborar sus propios planes econémicos (12). De este modo, se
robustece lo justificado de la participacién de las Comunidades Aut6nomas
prevista en el articulo 131.2 CE (12 bis).

II1

La Junta de Galicia, al recurrir el Decreto-Ley 8/1983, de 30 de no-
viembre, y la Ley 27/1984, de 26 de julio, entendia que los planes econé-

(12) Lo mds racional segin la técnica planificadora no es, sin embargo, lo juri-
dicamente debido. La fijacién de bases y la coordinacién del articulo 149.1.13 CE
pueden licitamente efectuarse por vias distintas de la elaboracién de un plan econé-
mico estatal.

En la sentencia 76/1983, de 5 de agosto, fundamento 14 —caso LOAPA—, se
lee que el lcgislador estatal «puede, a través de los planes previstos en el articu-
lo 131 de la Constitucién, fijar las bases de la ordenacién de la economia en general
y de sectores econdmicos concretos —dado que el articulo 149.1.13 de la Constitu-
<ién no establece limites en cuanto al contenido material de la actividad econdmica».
En esta sentencia, pues, el Tribunal Constitucional admitié que la planificacién del
articulo 131 CE abarcaba tanto «la economia en general» como «sectores econdémi-
cos concretos». No repara, en cambio, que el articulo 149.1.13 se refiere sélo a un
tipo de planificacién, la «planificacién general», quizd por no conceder a la diferen-
te adjetivacién otra significacién que «la puramente gramatical o estilistica». A este
respecto, hay que subrayar que es un postulado hermenéutico, al tiempo racional y
tradicional, el de que toda diferencia de redaccién debe presumirse significativa y
que la «no significatividad» debe razonarse y no darse por supuesta.

La consecuencia de la opcién hermenéutica del Tribunal Constitucional en el
fragmento que acabamos de citar de la sentencia 76/1983 es la virtual identidad de
los articulos 131.1 y 149.1.13 CE, interpretados el uno por el otro y, en definitiva,
reducidos a dos modos de decir lo mismo. De ahi que, en un giro argumentativo
notable se razone que el articulo 131.1 CE abarca la planificacién sectorial, porque el
articulo 149.1.13 CE (que se refiere sélo a la «planificacién general») comprende tam-
bién la planificacién de sectores econémicos, «dado que (...) no establece limites en
cuanto al contenido material de la actividad econémicax.

Para captar esta doctrina en su exacto alcance, recuérdese que la sentencia 1/1982,
fundamento quinto, habia declarado la «prioridad vertical» de la planificacién eco-
némica estatal, por cierto que refiriendo la nocién «ordenacién general de la econo-
mia» al articulo 149.1.13 CE y reconociendo el cardcter «necesariamente concurrente»
de las competencias estatales y autonémicas en la materia.

(12 bis) Sobre este punto, A. JIMENEZ-BLANCO, Las relaciones de funcionamiento
entre el poder central y los entes territoriales, Madrid, 1985, pp. 294 y ss.

247



JESUS GARCIA TORRES

micos de reconversién y reindustrializacién constituian un supuesto de ejer-
cicio de la potestad estatal de planificacion econémica que debia encuadrar-
se a todos los efectos en el articulo 131 CE (cf. antecedente tercero, A de la
sentencia 29/86). El abogado del Estado no negé6 la «naturaleza planificado-
ra» de las medidas de reconversidon (antecedente octavo, A, b). Y, en fin, el
propio Tribunal Constitucional, en la sentencia 76/1983, de 5 de agosto, fun-
damento 14, habia reconocido que, «a través de los planes previstos en el
articulo 131 de la Constitucién», podian ordenarse «sectores econdmicos
concretos».

Para la sentencia 29/1986, fundamento tercero, en cambio, «el articu-
lo 131 de la Constitucién responde a la previsién de una posible planifica-
cién econdémica de cardcter general, como indica su propio tenor literal»;
asimismo, de los trabajos y deliberaciones parlamentarias para la elabora-
cién de la Constitucién (13) «se deduce también que se refiere a una pla-
nificacién conjunta, de caricter global, de la actividad econémica». De ahi
se infiere que «la observancia de tal precepto (art. 131 CE) no es obligada
constitucionalmente en una planificacién de dmbito mds reducido, por im-
portante que pueda ser», o, en términos méas concretos, «el articulo 131 de
la Constitucién contempla un supuesto distinto del objeto del Real Decreto-
Ley y de la Ley impugnados, por lo que la inobservancia del mismo no da
lugar a la inconstitucionalidad de tales normas». Naturalmente que ello no
quita para que entre «en el dmbito de libertad del legislador» el llevar a
cabo mediante ley, «y previas las consultas que se estimaran pertinentes
en la fase de elaboracién de cada plan», cualquier tipo de plan que apetezca.

En resumidas cuentas, el Tribunal Constitucional ha restringido el su-
puesto de hecho del articulo 131 CE a la planificacién econémica general y
ha excluido de él a la sectorial. S6lo los planes econdmicos generales del
Estado quedan, por tanto, sujetos a los gravamenes procedimentales que
para su elaboracién establece el articulo 131.2 CE. El comienzo del articu-

(13) En los debates y trabajos parlamentarios para la elaboracién de la Constitu-
cién hay también referencia a la planificacién econémica sectorial. Esta se juzgd com-
prendida en el precepto sin objecién de nadie. Cir., por ejemplo, las intervenciones de
los sefiores TAMAMES (Diario de Sesiones del Congreso, num. 87, 13 de junio de 1978,
p. 3174) y FrAGA IRIBARNE (Diario de Sesiones del Congreso, cit., p. 3181). El prime-
ro se refiri6 a «casos de sectores privados cuya planificacién debe ser vinculante, y
son aquellos que reciben estimulo del Estado, ayuda financiera, como créditos oficia-
les, como subvenciones a fondo perdido». Para el sefior FRAGA IRIBARNE, «¢l Estado
podrd planificar la economia general en ciertos puntos generales, en ciertos puntos
regionales y en ciertos puntos sectoriales».
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lo 131.1 CE deberd leerse en lo sucesivo asi: «El Estado, mediante ley,
podra llevar a cabo la planificacién general (= global, integral) de la acti-
vidad econémica general (= nacional)» (14).

v

Esta reduccién de la esfera de aplicacién del articulo 131 CE que opera
el fundamento tercero de la sentencia 29/86 tiene en la economia general
de la sentencia la funcién de remover un obsticulo para allanar el camino
al pronunciamiento verdaderamente trascendental, que es al que se dedica
€l fundamento cuarto. Para su mejor comprensién, son aconsejables unas
someras referencias a la manera en que los Estatutos de Autonomia han
efectuado la asuncién de competencias econ6micas. Nos limitaremos al exa-
men de los tres prifneros Estatutos, suficiente para nuestros efectos.

a) El articulo 10 del Estatuto de Autonomia para el Pais Vasco (EAPV)
declara la competencia exclusiva de la Comunidad Auténoma sobre la agri-
cultura y la ganaderia (ndm. 9) y sobre la promocién, desarrollo econémico
y planificacion de la actividad econémica (niim. 25), en ambos casos «de
acuerdo con la ordenacion general de la economia» (15). Falta esta cldusula,
en cambio, con referencia a las «industrias», materia que comprende la
reestructuracién de sectores industriales, en que «corresponde al Pais Vasco
el desarrollo y ejecucién de los planes establecidos por el Estado» (articu-
lo 10.30 EAPV). Y no hay tampoco referencia a la «ordenacidén general de
la economia» en la competencia exclusiva sobre comercio interior y de-

(14) Debe notarse la omisién de toda cita del fundamento 14 de la sentencia
76/1983 en el fundamento tercero de la sentencia 29/86, que es el quc contiene la
doctrina que resumimos.

Se recordard —véase nota 12— que la sentencia 76/83 daba a entender que la
«actividad econémica» a la que se referia el articulo 149.1.13 CE abarcaba también
la de sectores concretos, de modo que el articulo 149.1.13 CE podria terminar «leyén-
dose» asi: «Bases y coordinacién de la planificacién general de la actividad econé-
mica, incluida la referida s6lo a sectores concretos.» Podria existir asi planificacion
«general» del sector quimico o naval. Por este camino el adjetivo «general» del ar-
ticulo 149.1.13 acabaria por significar «nacional», esto es, designaria el &mbito te-
rritorial del plan y no el tipo de planificacién.

(15) Aunque ya sabemos que el articulo 148.1.13 CE refiere las competencias
autondmicas sobre el fomento del desarrollo econémico no la «ordenacién general de
la economia», sino a los «objetivos marcados por la politica econémica nacional»,
concepto que, si afin, no es idéntico.
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fensa de los consumidores (art. 10.27 y 28 EAPV, aunque asumidas sin per-
juicio de la libre circulacién de bienes, de la politica general de precios y
de la legislacién sobre defensa de la competencia), ni en la relativa a insti-
tuciones de crédito cooperativo (art. 10.26 EAPV, que menciona, eso si, «las
bases que sobre ordenacidn del crédito y de la banca dicte el Estado y de
la politica monetaria general», que enmarcan la competencia vasca). No exis-
te, en fin, ninguna mencién de la ordenacién general de la economia en la
competencia exclusiva sobre el sector piblico vasco (art. 10.24 EAPV).

No son éstas, naturalmente, las tinicas competencias econémicas de la
Comunidad Auténoma, ni en la lista de¢ las «exclusivas», ni en las de «des-
arrollo legislativo y ejecucién», ni en las de simple «ejecucién». Entre las
segundas estan las de desarrollo legislativo y ejecucién de las bases estata-
les de ordenacién del crédito, banca y seguros (art. 11.2.a EAPV). Y la
Comunidad Auténoma tiene competencias de ejecucion de la legislacién
estatal sobre propiedad industrial y sobre pesas y medidas (art. 12.4 y 5
EAPV), por reducirnos a materias que mds atrds hemos citado.

b) El Estatuto de Autonomia de Catalufia (EAC) acude a una técnica
no usada en el EAPV para delimitar algunas de las competencias econémi-
cas asumidas por la Generalidad. El articulo 12.1 EAC relaciona ocho «ma-
terias» (sic) en que la Comunidad Auténoma asume competencias exclusi-
vas: «planificacién de la actividad econémica en Cataluna»; industria (16);
«desarrollo y ejecucién en Catalufia de los planes establecidos por el Estado
para la reestructuracién de sectores industriales»; agricultura y ganaderia;
comercio interior y defensa del consumidor («sin perjuicio de la politica
general de precios y de la legislacién sobre defensa de la competencia»),
asi como denominaciones de origen «en colaboracién con el Estado»; insti-
tuciones de crédito cooperativo y Cajas de Ahorro; y sector publico de la
Generalidad. Todas estas «competencias exclusivas» se asumen

«de acuerdo con las bases y la ordenacién de la actividad econémica
general y la politica monetaria del Estado (...) en los términos de lo
dispuesto en los articulos 38, 131 y en los niimeros 11 y 13 del apar-
tado 1 del articulo 149 de la Constitucidn».

(16) «Sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con industrias que
estén sujetas a la legislacién de minas, hidrocarburos y energia nuclear». Ademas,
«queda reservada a la competencia exclusiva del Estado la autorizacién para la trans-
ferencia de tecnologia extranjera». Todo segin el articulo 12.1.2 EAC.
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Como en el caso del EAPV, no son éstas las tnicas competencias econé-
micas. La Generalidad asume también competencias de desarrollo legislativo
y ejecucién de las bases de ordenacién del crédito, banca y seguros (articu-
lo 10.1.4 EAC), y de ejecucién, por ejemplo, de la legislacién de la propie-
dad industrial o la laboral o la de pesas y medidas (art. 11.2, 3 y 5 EAC).

¢) La misma técnica, y con similares formulaciones que el Estatuto de
Catalufa, aparece en el Estatuto de Autonomia de Galicia (EAG). El equiva-
lente del articulo 12 EAC es el 30.1 EAG, que comienza asi:

«De acuerdo con las bascs y la ordenacion de la actuacién (sic)
econdémica general y la politica monetaria del Estado, corresponde
a la Comunidad Auténoma Gallega, en los términos de lo dispuesto
en los articulos 38, 131 y 149.1, 11 y 13 de la Constitucién, la com-
petencia exclusiva sobre las siguientes materias.»

Y a continuacién viene una lista muy parecida a la del articulo 12.1 EAC,
salvo en un punto —el niim. 7—, en ¢l que la Comunidad Auténoma asume
competencias de desarrollo y ejecucién no sélo respecto a los planes de rees-
tructuracién de sectores econémicos establecidos por el Estado, sino también
de los «programas genéricos para Galicia estimuladores de la ampliacién de
actividades productivas e implantacidon de nuevas empresas» y de los «pro-
gramas de actuacién referidos a comarcas deprimidas o en crisis».

¢Qué es, pues, esta misteriosa «ordenacién general de la economia» u
«ordenacién de la actividad, o actuacién, econdémica general», que en el
EAPV aparece enmarcando las competencias exclusivas vascas sobre agricul-
tura y ganaderia y sobre promocién, desarrollo econdémico y planificacién vy,
en cambio, en los otros dos Estatutos —y en casi todos los demas— condi-
ciona una lista mds amplia de competencias econémicas?

Para dar una solucién de principio a esta cuestiébn es menester observar
que las férmulas introductorias de los articulos 12.1 EAC y 30.1 EAG son
pleonésticas. Lo son manifiestamente cuando invocan la «politica monetaria
del Estado» y citan luego el articulo 149.1.11 CE. Pero también lo son cuan-
do se refieren a la «ordenacién general de la economia» o de «la actividad
econdmica general» y a los articulos 38, 131 y 149.1.11 y 13. (;Cémo as{?

«Ordenacién general de la economia» parece un concepto en buena parte
relativo o, si se quiere expresar mds plasticamente, un «concepto de perspecti-
va». Se resuelve, ya lo hemos sugerido més atrds, en una mera designacién
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abreviada del conjunto de vinculos y limites de las competencias econémi-
cas autonémicas que resultan directamente de la Constitucién o tienen su base
en ella o en los propios Estatutos de Autonomia. Todas las cldusulas econd-
micas de la Constitucién son «ordenacién general de la economia», precisa-
mente la médula y fundamento primordial de esa ordenacién. Todas las com-
petencias econémicas del Estado, ya se las reserve el articulo 149.1 (u otro
precepto especifico), ya le resulten atribuidas ex articulo 149.3 CE (por no
haberlas asumido los Estatutos), que permitan incidir en la economia nacio-
nal como un todo, son competencias de ordenacién general de la economia..
Todas las normas que dicte el Estado en el debido ejercicio de esas compe-
tencias, y de acuerdo con la Constitucién, que se refieran al sistema econémi-
co nacional son, desde el punto de vista de las Comunidades Auténomas,
«ordenacién general de la economia»; lo esencial y suficiente es que exista un
fundamento para dictarlas en el blogue de constitucionalidad, esto es, que
sean, en tltimo andlisis, reductibles o justificables en ese bloque. Si esto es
la «ordenacién general de la economia», sc comprende que sea indiferente su
reconocimiento expreso o la falta del mismo en los Estatutos o en la legisla-
cién autonémica. Lo decisivo es que exista una primacia de base constitu-
cional que sujete las competencias econdmicas autonémicas a esa «ordena-
cién general de la economia» a la que necesariamente estdn referidas.
Naturalmente, si la traida y llevada «ordenacién general de la economia»
es la designacién abreviada o de conjunto que acabamos de aludir, entonces
no podria ser una nueva y sustantiva competencia econémica estatal que venga
a afiadirse a las que la Constitucién atribuye al Estado por cualquier via (in-
cluida la del art. 149.3 CE). Una norma estatal en materia econémica se im-
pondri a las Comunidades Auténomas si cuenta con titulo de primacia en la
Constitucién o en una norma del bloque de constitucionalidad. Pero no puede
justificarse en su propia pretensién de llegar a ser, precisamente, una pieza de
la ordenacién general de la economia. Esta no es en si misma un titulo atribu-
tivo de competencia. El reparto de competencias econdmicas entre Estado y
Comunidad Auténoma es el que resulta del bloque de constitucionalidad al
que se refiere tanto el articulo 28.1 de la Ley Orgédnica del Tribunal
Constitucional cuanto los articulos 59, 62 y concordantes de este mismo
cuerpo legal. Todo ese blogue define una frontera o linea de demarcacién o
reparto de competencias, que ciertamente es movil en zonas determinadas
(v. gr., por ampliacién o retraccién del ambito de lo que el legislador estatal
establece como bdsico a lo largo del tiempo); pero, en todo caso, estas modi-
ficaciones de limites exigen un titulo constitucional expreso, lldmese compe-
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tencia de fijacion de bases, ley estatal que enmarca o modula o, como tltimo:
supuesto, ley de armonizacion.
Volvamos ahora a la sentencia 29/1986, fundamento cuarto.

v

El fundamento cuarto de la sentencia que comentamos comienza por re-
producir el articulo 30.1.7 EAG, que ya conocemos. El Tribunal, a la luz de
cuanto llevamos expuesto, hubiera podido argumentar con la maxima senci--
Hez: puesto que los planes de reconversién y reindustrializacién pueden cali--
ficarse de reestructuracién de un sector econémico, y en su caso, de estimu--
ladores de la implantacién de nuevas empresas, y el articulo 30.1.7 EAG sélo-
atribuye a la Comunidad Auténoma competencias de desarrollo y ejecucién
(y, en el caso de los planes de reestructuracién, dice: «establecidos por el Es-
tado»), es llano que la elaboracién de los planes de reconversién era compe-
tencia no asumida por la Comunidad Auténoma gallega y que, en ultima
instancia, corresponderia al Estado ex articulo 149.3 CE (sin quedar, por lo-
deméds, sujeta a lo dispuesto en el articulo 131.2 CE, segin sabemos). Como,
por otra parte, la competencia gallega de «desarrollo y ejecucién» deja en.
manos del Estado una competencia similar a las que la Constitucién deno-:
mina de «bases», podia haberse aplicado la doctrina del Tribunal que admite
la retencién de un «complemento reglamentario y aun ejecutivo» en la «me--
dida indispensable» (sentencia 57/1983, de 28 de junio, fundamento séptimo,.
entre otras).

Justamente la importancia de la sentencia estriba en que el Tribunal no-
haya querido seguir esa sencilla linea de argumentacién centrada en el texto-
concreto del articulo 30.1.7 EAG. En vez de esto, ha preferido partir de las.
palabras «ordenacién de la actuacién econdmica general» que aparecen al
principio del articulo 30.1 EAG. Y en rededor de ellas, culminando una linea
cada vez mds insistentemente anunciada en la jurisprudencia constitucional
(sentencias, entre las tltimas, 80/1985, de 4 de julio; 87/1985, de 16 de
julio; y 179/1985, de 19 de diciembre), ha erigido una sobresaliente doctri-
na. Veamosla sin més dilaciones.

Segiin la sentencia 29/86, la ordenacién de la actuacién econémico gene-:
ral «ha de interpretarse como ordenacién de la actuacién econdémica de todos-
los sectores y del propio Estado con relacién a ellos, es decir, la propia in-
tervencién del Estado en materia econémica». Y como la intervencién cstatal

253



JESUS GARCIA TORRES

no puede llegar a «vaciar» las competencias econémicas de las Comunidades
Auténomas, es preciso «articular» a éstas con las del Estado.

La base para esta «articulacién» la da «el principio constitucional de
unidad econdémica, proyeccién en dicha esfera del principio de unidad del
Estado (art. 2 de la Constitucién)», a propdsito del cual se reitera la doctrina
-de la sentencia 1/1982, fundamento primero, de que esta exigencia de unidad
econdémica es «mds imperiosa» en los Estados compuestos como el espafiol
actual. Més atin: la unidad del orden econémico es el «presupuesto necesa-
rio» para que el reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades
Auténomas no conduzca a resultados «disfuncionales y disgregadores».

Estas tesis son inobjetables. Ninguna razén hay para dudar de la esencia-
lidad del principio constitucional de unidad, que, como ha sefialado en reite-
radas ocasiones el Tribunal Constitucional (Gltimamente, sentencias 44/1984,
de 27 de marzo, fundamento segundo, y 165/1985, de 5 de diciembre, fun-
damento segundo), es de cuddruple unidad: «unidad politica, juridica, eco-
némica y social» (17). En efecto, ya la sentencia 1/1982, fundamento prime-
ro, proclamé que el principio de unidad «se proyecta en la esfera econémica
por medio de diversos preceptos constitucionales, tales como el 128 entendido
en su totalidad, el 131.1, el 139.2 y el 138.2, entre otros». El principio de uni-
-dad constituye, o puede constituir, el horizonte hermenéutico de esos y otros
preceptos constitucionales, y este uso interpretativo del principio es indispu-
tablemente correcto también respecto a la distribucién de competencias eco-
némicas entre el Estado y las Comunidades Auténomas, tal y como resulta
del blogue de la constitucionalidad. El uso interpretativo del principio de uni-
dad econémica puede alcanzar, entre otros resultados, el de servir como Iimite
del ejercicio de las competencias econdémicas autondmicas. A la inversa, la
interpretacién de las concretas competencias econémicas que resultan asigna-
das al Estado por el bloque de la constitucionalidad a la luz del principio de
unidad puede llevar al reconocimiento de implied powers estatales (18).

(17) Sabido es que la cuddruple unidad fue mencionada por primera vez en el
fundamento primero de la sentencia 37/1981, de 16 de noviembre, que, con la 1/82,
fueron las dos primeras «grandes sentencias» del Tribunal Constitucional en materia
-constitucional econémica.

(18) De mds estd decir que tan principio constitucional como el de unidad es el
-de autonomia, también basado en el articulo 2 CE, y de la que también podria decirse
que cs politica, econémica, juridica y social. Del principio de autonomia pueden ha-
cerse andlogos usos que del de unidad: el principio de autonomia limita el expansio-
nismo inherente a las competencias del Estado central, «protcge» las competencias
autondémicas y puede producir asimismo implied powers autonémicos. No hay base
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Pero nuestra sentencia franquea estos confines. Para ella, el principio de-
unidad econdmica no se limita a constituir el «fundamento de sentido» de
varios preceptos constitucionales o estatutarios concretos o, si se quiere, a
«proyectarse» en ellos y a constituir la fuerza inmanente para su Rechts-
gewinnung (19), para el despliegue paulatino de sus potencialidades de sen-
tido, por métodos admisibles de interpretacién e integracién juridicas. Aquel
principio sirve mas bien de fundamento a una competencia sustantiva del
Estado, precisamente la competencia de «ordenacién de la actuacién econé-
mica general» u «ordenacién general de la economia». El capital parrafo oc-
tavo del fundamento cuarto de la sentencia 29/1986 lo expresa asi:

«Desde esta perspectiva (unidad econémica, unidad del orden
econdmico nacional), parece claro que cuando para conseguir obje-
tivos de la politica econémica nacional, se precise una accién uni-
taria en el conjunto del territorio del Estado, por la necesidad de:
asegurar un tratamiento uniforme de determinados problemas eco-
némicos o por la estrecha interdependencia de las actuaciones a
realizar en distintas partes del territorio nacional, el Estado, en
el ejercicio de la competencia de ordenacién de la actuacién econd-
mica general, podra efectuar una planificacién de detalle, siempre,.
y sélo en tales supuestos, que la necesaria coherencia de la politi--
ca econémica general exija decisiones unitarias y no pueda articu--
larse sin riesgo para la unidad econémica del Estado a través de:
la fijacién de bases y medidas de coordinacién.»

Naturalmente, ello (es decir, la competencia estatal de ordenacién eco-
némica general) sin perjuicio de que la Comunidad Auténoma puede com-
pletar o desarrollar los planes establecidos por el Estado, elaborar planes.

en la Constitucién para atribuir una primacia funcional al principio de unidad sobre-
el de autonomia; se trata més bien de lograr su equilibrio y «concordancia practica».
Subrayo el adjetivo funcional porque el principio de unidad si tiene primacia, diga--
mos, «constitutiva» (por razén del titular del poder constituyente).

(19) No encuentro correspondencia espafiola adecuada a este terminus technicus.
M. KRrIeLE, Theorie der Rechtsgewinnung, 2.* ed., Berlin, 1967, § 1, n. 1, p. 13, define
Rechtsgewinnung, que traducido a la letra seria «obtencién juridica» (o «extraccién»
o «beneficio» juridico en similar sentido al que reciben estas palabras en la mineria),
como supraconcepto que abarca interpretacién (Auslegung) e integracién (Rechis-
satzerginzung, csto es, colmar lagunas, Liickenfiillung, incluida la «reduccién teleo--
16gica»).
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propios, desarrollar programas genéricos estimuladores o ejercer las compe-
tencias autonémicas en materia de industria u otras.

Noétese cual es la estructura de la «competencia (estatal) de ordenacién
de la actuacién econémica general» que faculta al Estado para —entre otras
.cosas— efectuar una planificacién de detalle. Aparece como competencia
.subsidiaria. El Estado sélo puede recurrir a ella «siempre, y sélo en tales
supuestos, que... la politica econémica general... no pueda articularse... a
través de la fijacién de bases y medidas de coordinacién».

Por subsidiaria, la competencia estd condicionada en cuanto a su ejerci-
.cio. Las condiciones, sin embargo, estdn enunciadas con imprecisiéon segura-
mente inevitable. Hay una condicion general positiva: «que para conseguir
objetivos de politica econémica nacional, se precise una actuacién unitaria
-en el conjunto del territorio del Estado» (o0 en otra férmula: «que la nece-
.saria coherencia de la politica econémica general exija decisiones unitarias»).
La sentencia pretende determinar estas formulaciones, sin demasiada efica-
cia, mediante una cldusula alternativa: la accién unitaria debe responder a
«la necesidad de asegurar un tratamiento uniforme de determinados proble-
mas econémicos» 0 a «la estrecha interdependencia de las actuaciones a rea-
lizar en distintas partes del territorio nacional». La naturaleza tautolégica de
estas férmulas no parece disputable: «tratamiento uniforme» e «interdepen-
dencia de actuaciones» son, al tiempo, razén y efecto de las decisiones y ac-
.ciones unitarias, porque, en definitiva, son uno y lo mismo (20).

Pueden albergarse dudas razonables sobre si las condiciones descritas lo
‘son para todo ejercicio en general de la competencia de ordenacién de la
-economia o sélo para el caso de que ese ejercicio se concrete en la elabora-

(20) Las formulaciones con las que se pretende describir las condiciones del cjer-
«cicio de la competencia contienen constantes referencias implicitas o explicitas a los
conceptos de medida, actuacién y decisién. La sentencia 29/86 enlaza aqui con la
179/85, fundamento primero, a la que nos referiremos mds adelante (véase epigra-
fe VII de cste trabajo). A este respecto, es menester subrayar que, como hemos visto,
-el recurso a la «ordenacidon general de la economia» es licito alli donde las compe-
tencias de «bases» y «coordinacién» —v. gr., art. 149.1.13 CE— son insuficientes.
También aqui la sentencia 29/86 enlaza con la 179/85, fundamento primero, que
parece limitar la esfera de aplicacién de la técnica de bases a conjuntos normativos
estables, con «vocacién de eternidad», y «cuyos principios pretendan ser algo mas
que ‘lo que conviene al caso’» (eine nach Lage der Sache bestimmte Zweckmdssigkeit),
-segin la célebre frase que SCHMITT usé para negar que el BGB pudiera ser una
.medida (Die Diktatur des Reichsprdsidenten nach art. 48 der WV, publicado como
.apéndice a Die Diktatur, 3.° ed., Berlin, 1964, p. 249).
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cién de «una planificacién de detalle». Nos inclinamos a darle caricter gene-
ral, ya que las condiciones lo son y no parecen vinculadas a un tipo concreto
de medida econdémica (en el caso: planificacion de detalle). En cambio, las
sucesivas consideraciones del fundamento que nos ocupa se refieren més
concretamente a los planes de reconversién y a los relativos a zonas de ur-
gente reindustrializacién (ZUR), aunque también hay en ellas elementos cla-
ramente generalizables.

Se dan, en efecto, varias razones en defensa de la estatalidad de la com-
petencia para elaborar planes de reconversion, «asi como los relativos a las
ZUR». Los planes de reconversion «tienden a la reestructuracién (...) de
sectores enteros de la produccién nacional considerados en su conjunto», y en
ese sentido (esto es, por considerarse «en su conjunto») «tales planes exceden,
por lo general, del dambito de competencia territorial de cada Comunidad
Auténoma». Ademds, los planes de reconversién pretenden adaptar las di-
mensiones, capacidad productiva y las caracteristicas técnicas de las empresas
de los sectores en reconversidn «a las exigencias de viabilidad que imponen
los mercados nacionales e internacionales»; seglin aprecia el Tribunal Cons-
titucional, «el desglose o escisién de una mera planificacién-marco (estatal)
en una serie de planes de detalle (en cada Comunidad Auténoma) implica el
grave riesgo de desvirtuar los objetivos de una operacién de reajuste que ha
de efectuarse con cardcter global, en condiciones de sustancial igualdad de
beneficios y cargas». Respecto, por Gltimo, a los planes de reindustrializacidn,
la competencia estatal deriva, al parecer, de que suponen un «esfuerzo na-
cional de solidaridad», y la atribucién a cada Comunidad Auténoma de la
facultad de crear las ZUR «impediria esa concentracién de esfuerzos que re-
quiere una opcidén politica generals.,

Es innecesario detenernos en el pormenor de esta argumentacién, que apa-
rece no sin alguna concesién a la retdrica (el «esfuerzo nacional de solidari-
dad»). Baste resaltar que los esquemas esenciales de argumentacién parecen
centrados en los loci de que la «globalidad» del objetivo y la «garantia de
la igualdad de cargas y beneficios» determinan necesariamente la estatalidad
de las competencias.

El primer inciso del Gltimo pérrafo del fundamento cuarto resume, en
cierta forma, el motivo central de toda la argumentacién. Dice asi:

«Las exigencias del principio de unidad econémica legitiman asi
la existencia de planes nacionales de reconversién y la atribucién al

Estado de la competencia para la declaracién de las zonas de urgen-
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te reindustrializacién, asi como para elaborar los planes relativos
a cada una de ellas.»

Hay aqui una paladina confesién del método que ha seguido la senten-
cia. De un «principio», el de unidad econdémica nacional, ha inferido «la
atribucién al Estado» de una competencia, la de elaborar planes de recon-
version y de reindustrializacidn, que no es mds que una particularizacién
o manifestacién de una competencia estatal general, la de «ordenacién ge-
neral de la economia»,

VI

E! fundamento quinto de la sentencia 29/1986 comienza con la decla-
racién de que las competencias gallegas del articulo 30.1.7.a EAG (desarro-
llo y ejecucidn de planes de reestructuracién) «se encuentra(n) limitada(s)...
por la ordenacién econémica general, (la) cual... puede comprender en de-
terminados supuestos competencias de ejecucién»,

Ese es el caso, segin la sentencia, de la ejecucién de los planes de re-
conversién, que «supone el ejercicio de competencias indudablemente esta-
tales». En primer lugar, asi sucede con las resoluciones atinentes a mate-
ria tributaria estatal ex articulo 149.1.14 CE, o con la financiacién que
debe prestar la banca oficial o que cuenta con la garantia de la Hacienda
estatal. Pero no sélo eso: la presencia del Estado en la ejecucién de los
planes de reconversién es ineludible porque «una parte de las empresas aco-
gidas a los planes puede pertenecer al sector publico estatal» y porque «se
impone una actuacién de conjunto (...) que puede afectar tanto a las Co-
munidades Auténomas con competencias para la ejecucién de planes como
a aquellas otras que no tienen atribuida dicha competencia y en las que la
misma corresponde al Estado».

De estas razones el Tribunal Constitucional saca la consecuencia del
«cardcter concurrente» de las competencias estatales y autondmicas o, «para
ser mds exactos, que la ejecucién de los planes de reconversion industrial
es una tarea comin o responsabilidad comtn del Estado y las Comunidades
Auténomas, por cuanto requiere la necesaria confluencia del ejercicio de
potestades estatales y autonémicas para la consecucién de unos objetivos
comunes». Por lo cual, «las Comunidades Auténomas afectadas con compe-
tencia para la ejecucién de los planes no pueden quedar ausentes de los
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Organos de ejecucién que el Estado en virtud de su competencia haya es-
tablecido».

Hay aqui varios extremos merecedores de atencién. En primer lugar, el
Tribunal fundamenta su aseveracién de que el Estado «concurre» con la
Comunidad Auténoma en el titulo general (la «ordenacién general de la
economia») y en una serie de razones complementarias tal vez de no exce-
sivo poder de conviccién. En efecto, ni las competencias tributarias estata-
les, ni menos adn la financiacién de la banca oficial, que se lleva a efecto
mediante contratos mercantiles bancarios, tienen por qué implicar presen-
cia estatal en la ejecucién de planes de reconversién o de reindustrializa-
cién. Seria perfectamente compatible la ejecucién de aquellos planes por
drganos autondmicos con el que fuese la autoridad tributaria estatal la que
concediera o reconociera los beneficios pertinentes en los tributos estatales.
Uno de los elementos del supuesto de hecho de la concesién o reconocimien-
to de beneficios tributarios estatales (o de la concesién de financiacién por
la banca oficial), en esta hipitesis imaginaria, podrian serlo precisamente los
actos adoptados por la autoridad autondémica de ejecucién de aquellos planes
(v. gr., actos de admisién o calificacién de una empresa mediante los que se
la incorpora al sector en reconversiéon o zona de urgente industrializa-
cién) (20 bis).

Tampoco parece persuasivo del todo el asentar la competencia estatal
de ejecucién en que puedan acogerse a los planes de reconversién y rein-
dustrializacién empresas del «sector publico estatal», si hemos entendido
bien lo que dice la sentencia. La participacién estatal —a través del Institu-
to Nacional de Industria— en el capital de, por ejemplo, Astilleros Espa-
fioles, S. A. (proprietas), no puede ser titulo de competencia (imperium)
estatal y, menos afin, razén para sustraer o enervar competencias autoné-
micas. Y, en fin, la necessitas, el que «se impon(ga) una actuacién de con-
junto» es, de nuevo, una manifestaciéon de la «ordenacién general de la
economia» como titulo general de competencia, segln lo antes expuesto y
que mds adelante precisaremos.

Pero ¢en qué consiste esa «concurrencia» de competencias estatales y
autonémicas en la ejecucién de planes de reconversién y reindustrializacién?

La sentencia 11/1986, de 28 de enero, que es la que —hasta el mo-

(20 bis) Cfr. con las atinadas consideraciones de JIMENEZ-BLANCO, La legislacién,
cit., esp. pp. 360-361 y 374-375, a cuyo juicio «no puede calificarse la LRR (Ley de
Reconversién y de Reindustrializacién) como una ley de politica industrial propia de
un Estado autondémico».
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mento— ha llevado a cabo en nuestra jurisprudencia constitucional el in-
tento mas completo de una tipologia de las competencias, cita en su funda-
mento tercero como ejemplo eminente de competencias concurrentes la del
articulo 149.2 CE —«el servicio de la culturas—, porque

«el Estado y tal o cual Comunidad pueden ejercer competencias
sobre cultura con independencia el uno de la otra, aunque de modo
concurrente en la persecucién de unos mismos objetivos genéricos
0, al menos, de objetivos culturales compatibles entre si».

Asi, pues, segiin esta sentencia, lo propio de la concurrencia es el ejer-
cicio independiente de competencias para objetivos comunes o compatibles.
La meta puede ser comin; los caminos, separados o, al menos, cada uno los
anda independientemente.

La sentencia 29/86 enlaza, a veces, «concurrencia» e «independencia»
en el ejercicio de las competencias estatales y autondmicas. Asi, v. gr., en
los fundamentos 6, D, a, y 7, C, el cardcter «concurrente» sirve de justifica-
cién para duplicar envios de informacién e incluso autorizaciones adminis-
trativas de instalacién y ampliacién de industrias.

Pero el cardcter «concurrente» de las competencias del Estado sirve
también para todo lo contrario. Enlazando la «concurrencia» de las compe-
tencias con la nocién de «tarea comiin», se obtiene la consecuencia de la
necesidad de un ejercicio no independiente, sino integrado, de las compe-
tencias estatales y autondémicas, lo que se asegura mediante la presencia de
ambas Administraciones en los 6rganos creados para la ejecucién y control
de los planes de reconversién. El Tribunal impone a este efecto un criterio
paritario; no debe existir «predominio» o «superior participacién» del Es-
tado en tales érganos (fundamento sexto, C, b, de la sentencia, v. gr.).

Como puede comprobarse, los resultados finales son dignos de aten-
cién. Se empieza con una tinica competencia de ejecucién con base textual
(la autondémica, art. 30.1.7.a EAG) y se acaba con competencias «concu-
rrentes» estatal y autonémica. Estas competencias concurrentes lo mismo
justifican la Doppelverwaltung que la integracién paritaria de los Srganos
de ejecucién y control de los planes. Y, sobre todo ello, sobrevuela un con-
cepto espafiol de «tarea comiin» que, a diferencia del alemdn, sirve para
franquear al Estado la entrada en la esfera de la ejecucién (21).

(21) Sobre todos estos puntos, la obra de A. JiMENEz-BLAaNcO, Las relaciones de
funcionamiento, cit., que en sus pp. 158 y ss. se ocupa de las «tareas comunes» (Gemein-
schaftsaufgaben) caracterizadas por cehirse a tres materias (construccién y ampliacién
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E! fundamento quinto de nuestra sentencia remata su razonamiento con
una conclusién de gran importancia. En supuestos como el que nos ocupa,
«parece necesario (...) que el legisiador estatal estabiezca expresamente la
participacién autondmica, cuando sea necesaria, y los criterios, siquiera ge-
nerales, de articulacién orgdnica de la misma».

La cosa no queda en la proclamacién de este principio general. En el
punto 1, A, del fallo de la sentencia del Tribunal Constitucional declara in-
constitucionales y nulos algunos preceptos del Real Decreto-Ley 8/1983,
de 30 de noviembre [arts. 5.2, 6.1 y 7 (1, parrafo segundo, y 2, tercera) y
disposicién transitoria segundal, «en cuanto no establecen la intervencion
de las Comunidades Autdnomas afectadas con competencias para el desarro-
llo y ejecucidn de los planes de reconversién».

El fallo carece, sin embargo, de toda trascendencia préctica, pues los
preceptos declarados inconstitucionales y nulos lo son del Decreto-Ley
8/83 y habian sido sustituidos por otros de la Ley 27/84, que el Tribunal
no tacha de contrarios a la Constitucién. Los preceptos inconstitucionales
y nulos no estaban en realidad vigentes cuando el fallo se produjo. No por
eso deja de ser digno de notar que se declaran nulos varios preceptos por
algo que el legislador no hizo, a saber: establecer la «necesaria» participa-
cién de las Comunidades Autdnomas «afectadas». Puede discutirse si éste
es, 0 no ¢s, el primer pronunciamiento de inconstitucionalidad (jy nulidad!)
por omisién (22). Sea ello lo que fuere, quizd quepa dudar de la adecuada

de universidades; mejora de la estructura econémica regional, y mejora de la estructu-
ra agraria y de la proteccién de las costas) y, porque, cntre otras notas, la cjecucidn
de los planes-marco corresponde a los Lénder. Igualmente, P. SANTOLAYA MACHETTI,
Descentralizacién y cooperacion, Madrid, 1964, pp. 185 y ss.

Con referencia especifica a la reconversidén y reindustrializacion, JiMENEZ-BLANCO,
La legislacién, cit., esp. pp. 360-362 y 373-375.

(22) El Tribunal Constitucional s¢ refirié por primera vez a la inconstitucionali-
dad por omisién, si no nos engafiamos, en la sentencia 24/1982, d¢ 13 de mayo, fun-
damento tercero, segin la cual «la inconstitucionalidad por omisién sélo existe cuan-
do la Constitucién impone al legislador la necesidad de dictar una norma de desarrollo
constitucional y el legislador no lo hace».

Sobre el punto de la inconstitucionalidad por omisién, cfr. PEsTALozzA, «*Noch
verfassungsmissige’ und ‘bloss verfassungswidrige’ Rechtslagen», en Bundesverfas-
sungsgericht und Grundgesetz, 1, Tubinga, 1976, esp. pp. 526 y ss. El trabajo con-
tiene atinadas reflexiones sobre la adecuacién y utilidad de los pronunciamientos
anulatorios para reaccionar ante un comportamiento inconstitucional, por omisién del
legislador.

En nuestro caso, mds que de «omisién parcial» del legislador (no dar la participa-
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proporcién del fallo y la fundamentacién que se aduce. Por no tener la com-
posiciéon adecuada, se declara inconstitucional y nulo el precepto que crea
un 6rgano, es decir, se priva de existencia a éste: este es el caso del articu-
lo 6.1 del Real Decreto-Ley 8/83. Si la nulidad tuviera la trascendencia
prictica que no tiene en nuestro caso, (qué sucederia si el legislador no
se aplicara diligentemente a llenar el vacio dictando una norma que obser-
vara los criterios que el Tribunal Constitucional le sefiala? Pues que este
uso de la técnica de la nulidad, lejos de lograr que se reconociera a la Co-
munidad Auténoma la participaciéon debida, habria introducido un factor
de paralizacién en la ejecucién de una determinada politica industrial.

VII

Hasta aqui nos hemos limitado a una exposicién critica de la parte que
nos interesaba destacar del texto de la sentencia 29/1986. Para cerrar este
comentario a la sentencia —que, como el avisado lector habrd comprendi-
do, carece de toda pretensién que no sea la de llamar la atencién sobre una
sentencia constitucional, cuya doctrina el autor ha creido interesantc—
quiza no sea inoportuna una recapitulacién sobre el sentido de su més im-
portante tesis.

No es controvertible que las competencias econémicas del Estado cen-
tral (Estado sensu stricto) de una organizacién estatal compuesta no pueden
entenderse atribuidas en un régimen de separacién perfecta con las de los
Gliedstaaten, miembros componentes o como se convenga en denominarlos.
Es fatal (o, si se quiere, estd en la «naturaleza de las cosas»), y asi lo demues-
tra la experiencia histérica, que, en el mundo contemporaneo, el Estado
central tenga que asumir competencias referidas al sistema econémico en
su conjunto y necesariamente interferentes con las de las organizaciones
miembros de la estructura politica global. Con referencia a Espana, ya habia
senalado GARrcia pe ENTERRiA la dificultad de «reconocer competencias
exclusivas en materia econdmica» a las Comunidades Auténomas (23).

cién debida a las Comunidades Auténomas) parece que puede hablarse de actividad
I:gislativa defectuosa.

(23) La frase procede del «Estudio preliminar» a la obra La distribucién de las
competencias econdmicas entre el poder central y las autonomias territoriales en el
Derecho Comparado y en la Constitucién espariola, Madrid, 1980, p. 31 (= Estudios
sobre autonoimias territoriales, Madrid, 1985, p. 396). Ya antes ¢l propio autor habia
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De todo ello deriva la inexcusable consecuencia de que el Estado cen-
tral, titular por necesidad —por exigirlo la cosa misma— de competencias
econémicas que han de interferir por fuerza con las autonémicas (e impo-
nerse a ellas en la medida necesaria que lo exijan los intereses, superiores,
del todo sobre los de las partes), debe contar con un margen, bastante am-
plio, para poder decidir la extensién de sus competencias econémicas —cuan-
do la situacion lo exija— a expensas de las de los miembros (en el caso
espanol, las Comunidades Auténomas). No es insdlito que se deje a cargo
del Tribunal Constitucional, alli donde exista, el control del uso de esta
verdadera Kompetenz-Kompetenz (24) y, llegado el caso, la represién de
su abuso.

advertido contra la fragmentacién econémica en una nota, hoy incorporada a Estudios
sobre autonomias territoriales, pp. 79-82, bajo ¢l titulo «Reserva de competencias de
las Comunidades Auténomas en politica econdmica».

(24) El término de «competencia sobre la competencias (Kompetenz-Kompetenz)
es originariamentc juridico-administrativo  (verwaltungsrechtlicher ~ Terminologie:
P. SCHAFER, Zentralisation und Dezentralisation, Berlin, 1982, p. 28). En el Ver-
waltungsrechts, de H. J. WoLFr y O. BAacHor, Munich, 1976, § 72, IV, b, 1, se lec
que, excepcionalmente, los sujetos administrativos tienen una llamada Kompetenz-
Kompetenz, «esto es, la competencia o atribucién (Zustdndigkeit) de extender su
propia competencia por razén de la materia cxcluyendo del sujeto hasta entonces
competente». Asi, una Kommunalverband o un Landkreis pucden extender su compe-
tencia a cuenta (zu Lasten) de los municipios (véase, v. gr., W. JELLINEK, Verwaltungs-
recht, 3. ed., Berlin, 1931, p. 78; P. BADURA y otros, Allgemeines Verwaltungsrecht,
Berlin-Nueva York, 1983, § 56, 1V, I).

En el Derecho Constitucional de los Estados compuestos, la voz se ha especializa-
do. Asi, sc dice que «corresponde a la Federacién la Kompetenz-Kompetenz, en cuan-
to que, mediante modificacidon de la Ley Fundamental —en los limites del articu-
io 79.3 GG—, puede proceder a una alteracién de las competencias respectivas de la
Federacién y de los paises» (STERN, Das Staatsrecht der BRD, 1, Munich, 1984, para-
grafo 19, 111, 3, 19, p. 673). W. RupoLr, «Dic Bundestaatlichkeit in der Rechtspre-
chung der BVerfG», en BVerfG und GG, cit,, II, pp. 237 y 242, incluye bajo la
Kompetcnz-Kompetenz de la Federacién no sélo la modificacién constitucional, sino
el supuesto del articulo 24.1 GG (transferencia de Hoheitsrechte a instituciones inter-
nacionales, cuyo correlato en nuestra Constitucién es el articulo 93 CE). En este sen-
tido especializado y restringido utiliza la nocién, por ejemplo, MuRXoz MACHADO,
Derecho Publico, cit., I, pp. 344 y 345.

Quiza fuera dtil un uso mas amplio de la nocién, como cl que aqui hacemos oca-
sionalmente. N. ACHTERBERGER, en cl estudio «BVerfG und Zuruckhaltungsgebote»,
en Theorie und Dogmatik des &ffentlichen Rechts, Berlin, 1980, p. 410, ha hablado
de una «Kompetenz-Kompetenz durch Interpretationskompetenz». Y SCHAFER, Zen-
tralisation, cit., p. 220, de que «los mas gecrosos propdsitos descentralizadores de la
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El primer intento preciso entre nosotros de afrontar y dar solucién a
este problema fue el de MuRoz MacHADO. La técnica capital con que el
Estado contaba para extender sus competencias econdmicas era, segiin este
autor, la planificacién (art. 131.1 de la Constitucién, en relacién con el ar-
ticulo 149.1.13 CE). En palabras de este autor:

«Cuando el plan se aprueba, corn unas u otras determinaciones,
puede contener decisiones concurrentes con otras adoptadas por
las Comunidades Auténomas; tales decisiones quedan desplazadas
y tienen que adaptarse a las determinaciones del plan (...). Las
decisiones autondmicas (...) quedan desplazadas cuando el plan
econdmico hace su presencia y contiene previsiones distintas» (25).

estructura administrativa pueden ser estorbados mediante la centralizacién de la
Kompetenz-Kompetenz».

En esta misma linea de uso extensivo del concepto, nuestro Tribunal Constitucio-
nal sostiene en su sentencia 45/1986, de 17 de¢ abril, fundamento cuarto, que las Cortes
Generales, en cuanto legisladoras, «ostentan la competencia sobre lus competencias en
el seno del ordenamicnto estatal por referencia al conjunto de sus instituciones cen-
trales».

(25) Las palabras citadas en Derecho Publico, cit., 1, p. 501. Cita estas palabras,
y las critica, O. DE JuaN ASENJO, La Constitucién econdmica, cit., p. 275, califican-
dolas de aplicacién de una «tesis subjetiva-cxpansionista»; el pasaje sugeria a DE JuaN
ASENJO una imagen del Plan «como una cspada de DAMOCLES que amecnazaba con
barrer la distribucidn estatutaria de competencias en el momento que sc le antojase
al Estado».

En el pensamiento de MuRoz MACHADO, el Plan aparece rcvestido con la efica-
cia propia de las «legislaciones concurrentes» (Sperrwirkung, preemption, «desplaza-
miento»), scgin una idea dc principio que nos parece sustancialmente exacta. El
punctum dolens estd, mas bien, cn la casi absoluta libertad que parece concederse al
Estado en la determinacién del contenido del Plan, que puede acoger cualquier me-
dida, policy o accién que se lc antoje al legislador estatal, quec es quien decide de
forma, en la préctica, libérrima qué debe ir al Plan estatal y qué puede quedar entrega-
do a la planificacién auton6émica. Se comprende asi la importancia politica y juridico-
constitucional de la garantia procedimental del articulo 131.2 CE, mediante la que las
Comunidades Auténomas quedaban integradas en el ejercicio de la potestad estatal
de planificacién. Lo que, como veremos, no sucede con la competencia de «ordena-
cién general de la economia», cuyo uso por los «Organos estatales (y especialmente
por el legislador estatal) puede ser atin mdas «libre», si cabe. Véase més adelante cn
el texto. .

De gran interés, JIMENEZ-BLaNCO, Las relaciones, cit., pp. 158 y ss. y 308 y s. Tam-
bién, del mismo autor, La legislacidn, cit., p. 362 nota 14.
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Sin embargo, la solucién de MuNoz MAcHADO adolecia de ciertas difi-
cultades. Para ser minimamente operativa obligaba a una extensién desme-
surada de la nocidén constitucional de «planificacién de la actividad econd-
mica general»; pero la extensién de la nocién de plan en el sentido del ar-
ticulo 131.1 CE tenia por consecuencia la ampliacién de la esfera de apli-
cacién de los gravamenes de procedimiento del articulo 131.2 CE. El Tribu-
nal Constitucional no ha debido considerar practicable el camino, y de ahi
la dréstica reduccién del ambito del articulo 131.1 CE cumplida por la
sentencia 29/1986, mas restrictiva a nuestro modo de ver que la 76/1983.
Y ¢s que la planificacién econdmica, tal y como existié en nuestra experiencia
histdrica, que, en el fondo, es la reflejada por el articulo 131 CE (26), no
parece tener demasiadas oportunidades reales en la actualidad.

La segunda objecién que podria hacerse a MuRoz MACHADO es una ex-
cesiva polarizacion en los articulos 131 y 149.1.13 de la Constituciéon cuan-
do estudia las competencias econémicas. Las del Estado, como hemos tra-
tado de indicar en el epigrafe I de este trabajo, son muchas mds que las
que resultan de aquellos dos preceptos. De la mayor parte de ellas (y, desde
luego, de las mas importantes) podria afirmarse, mudando lo que deba ser-
lo, lo mismo que MufNoz MAcHADO sostiene del articulo 131 CE, tanto en
lo que respecta a su posible «extensién» como a los efectos dec «desplaza-
miento» de las «decisiones autonémicas».

La misma polarizacion en torno a los articulos 131 y 149.1.13 de la
Constitucién introduce un punto de opacidad en la exposicién del catedra-
tico de Alcald. En las péaginas 492 y siguientes del tomo I de su excelente,
y justamente afamado, Derecho Piblico de las Comunidades Auténomas
propende en exceso a designar la competencia estatal del articulo 149.1.13
de la Constitucidon —que es una competencia sobre planificaciéon— como
competencia de «ordenacién de la economia» o de «bases de ordenacién de
la economia» (27). Es posible que en el fondo de este uso promiscuo de
las denominaciones subyazga la idea de la «necesidad» —ex rei natura—

(26) E. Garcia pE ENTERRiA y T. R. FERNANDEZ, Curso, cit., I, p. 328, sostienen
que «ni el articulo 149.1.13 ni el 131 remiten exclusivamente [subrayado nuestro] a
un tnico Plan nacional del tipo que nos resulta familiar a raiz de la experiencia de
los afios sesenta». La opinidén es exacta si se considera el asunto con arreglo a las
posibilidades textuales de los articulos constitucionales citados. Si de las posibilidades
textuales pasamos a la realidad (la «experiencia histérica»), la afirmacién que hace-
mos en el texto nos parece igualmente plausible.

(27) Asi, Derecho Publico, cit., I, pp. 492, 493 y 496 y 502, etc.
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de la «ordenacién de la economia» por el Estado. Pero esto es un objetivo
(politico) o un resultado (de integracién econémica de un espacio politica-
mente dado) que debe alcanzarse no sélo mediante la especifica competen-
cia del articulo 149.1.13, sino mediante todas las competencias econdmicas
del Estado (que, justamente por ello, podrian llamarse de ordenacién eco-
némica general), tal y como las atribuye y modela el «bloque de la consti-
tucionalidad». La competencia estatal del articulo 149.1.13 CE no es la
competencia de ordenacién de la economia, sino una competencia de orde-
nacién de la economia o, mejor, con cuyo ejercicio puede alcanzarse una
ordenacién econdmica nacional. Lo singular de la competencia del articu-
lo 149.1.13 CE no es el resultado (la ordenacién econdmica), sino el mé-
todo: la planificacién general de la actividad econdmica, cuyas «bases» y
«coordinacién» se atribuyen al Estado.

{Qué caminos se abrian en esta cuestién a la jurisprudencia constitu-
cional? Los consabidos y notorios defectos generales del reparto juridico-
constitucional de competencias (ausencia de concepcidén organica y de clari-
dad de ideas, fragmentacién, apresuramiento) son mds graves y manifiestos,
si cabe, en una materia, cual la econdémica, en que eran especialmente re-
comendables precisién, meticulosidad y pulcritud. El Tribunal Constitucio-
nal se ha visto precisado a realizar una esforzada labor de mediacién entre
la realidad econdémica y unos enunciados juridico-constitucionales insufi-
cientes, cuando no palpablemente imperfectos, entre los que aquellos que
parecian estar destinados a ser la pieza central (arts. 131 y 149.1.13 CE)
parecian condenados a la inoperancia, hado no insélito para lo que acaso
ya nacié viejo. En sicte afios y medio de vigencia de la Constitucién, ni el
Estado ni las Comunidades Auténomas han mostrado demasiada propen-
sién a elaborar planes econdmicos generales y, menos atin, a hacer del plan
el instrumento central y decisivo de su politica econémica.

Para resolver la cuestién, el Tribunal Constitucional podia elegir muy
diversos caminos. Podemos reducirlos a dos tipos generales. El primer tipo
es el de fidelidad absoluta al texto constitucional (o, en general, a los textos
que se integran en el bloque de constitucionalidad). Este camino hubiera
exigido una labor paciente, larga, ardua y casuistica, parca en construccio-
nes globales y netas, cuya evolucién habria sido dificilmente predecible. Hu-
biera sido menester examinar competencia por competencia (estatal y auto-
némica) para ponderar hasta qué punto el Estado era duefio de extender la
suya. Obviamente, las competencias de fijar bases tendrian primordial impor-
tancia, ya que lo basico y lo no bésico son apreciaciones estatales (del legis-
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lador estatal, como regla general) con posibilidad de modificacién sucesiva.
Las leyes de armonizacién (art. 150.3 CE) serian la pieza ultima que asegu-
raria la extensién estatal de competencias. Esta via tenia todos los inconve-
nientes y s6lo una ventaja. Los primeros son evidentes: dependencia de un
texto palmariamente defectuoso, inseguridad, lentitud, complicacién. Ventaja:
absoluto respeto a la divisién entre poder constituyente y poder constituido,
incluso en los errores e insuficiencias textuales, es decir, hasta lo servil (28).

La otra via consistia en paliar o corregir las palmarias insuficiencias y los
reconocidos defectos de las cldusulas econdmicas de nuestro «bloque de cons-
titucionalidad», mediante conceptos o principios generales de articulacién.
Asi por ejemplo, ya la sentencia 71/1982, de 30 de noviembre, hizo uso
frecuente de términos evidentemente extraidos de la Bedurfnisklausel del
articulo 72.2 de la Ley Fundamental de la Repiiblica Federal Alemana (GG).
El fundamento noveno de esta sentencia dice que un cierto precepto «sélo
puede emanar del Estado, pues asi lo exige la precisién en ¢l ejercicio de
competencias y lo demanda la garantia de la uniformidad de las condicio-
nes de vida mds alld del territorio de una Comunidad Auténoma». {Quién
no reconocerd aqui el inciso final del articulo 72.2.3 GG (die Wahrung der
Einheitlichkeit der Lebensverhdltnisse iiber das Gebiet eines Lander hinaus
sie erfordert)? Aunque ni en la Constitucidon ni en los Estatutos hay nada
parecido a la Bedurfnisklausel, he ahi, sin embargo, que «la uniformidad de
las condiciones de vida, etc.», sirve no ya sélo para limitar las competen-
cias autonémicas, sino para atribuirselas al Estado, para justificar juridica-
mente que es al Estado a quien corresponde «emanar» un cierto precep-
to (29).

Otro importante ejemplo de esta via «generalista» lo ofrece la ya recor-
dada y muy importante sentencia 179/1985, de 19 de diciembre. Su funda-
mento primero contiene, en su péarrafo decimotercero, una teorizacién de la
nocién de medida, que puede tener un influjo verdaderamente capital en la

(28) No es objeto de este trabajo razonar sobre el problema de la elecciéon de
estrategias hermenéuticas por los Tribunales Constitucionales, sino dar cuenta de las
implicaciones mds importantes de una sentencia, examinando criticamente su argu-
mentacién. Debe quedar, no obstante, claro que, con la sentencia 29/86, nuestro Tribu-
nal Constitucional no ha hecho mas que cumplir con la funcién que le es inhcrente.
Esa es al menos la opinién del autor.

(29) Cfr. ¢l razonamiento de GArcia DE ENTERRIA en La significacion de las
competencias exclusivas del Estado en el sistema autondémico, actualmente en Estudios
sobre las autonomias, cit., pp. 145-149.
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distribucidn real y efectiva dec las competencias econémicas entre el Estado y
las Comunidades Auténomas. La medida, viene a decir el Tribunal Constitu-
cional, puede manifestarse en varios preceptos o enunciados normativos, pero
tienen cardcter unitario si se considera el nexo entre medios (los «preceptos»
en que se traduce) y fin (que, v. gr., pucde ser tan amplio como, pongamos
por caso, «saneamiento de las haciendas locales»). Ahora bien, la unidad indi-
soluble de la medida no tolera, segin esta sentencia, la aplicacién de los crite-
rios bases/normas de desarrollo o detalle, como técnica de reparto de compe-
tencias. Para ¢l Tribunal Constitucional estas «categorias» —«bases», «des-
arrollo legislativo»— «sélo son plenamente aplicables a conjuntos de otra
naturaleza» ({nhormas estables y permanentes, con «vocacién de eterni-
dad»?), porque

«la distincién entre lo bdsico y lo que no lo es resulta inutilizable
por artificiosa aplicada a los preceptos integrantes de una medida
que s6lo puede ser considerada y aplicada como unidad».

La unidad de la medida, como otras unidades, descansa en que es deci-
sién. (No habra también algo de decisién en la opcién por una construc-
cién dogmdtica de la medida que, del cardcter unitario, extrae (o, mds bien,
decreta) la consecuencia de la artificiosidad e inaplicabilidad a las medidas
de una de las técnicas esenciales que nuestro bloque de la constitucionali-
dad emplea para ¢l reparto de competencias? (30).

En esta misma linea, que tal vez pudiera bautizarse como «extratextual»
y principialista, parece moverse la sentencia 29/1986. Aunque pretenda to-

(30) «No todo acto juridicamente relevante es una medida (...). Caracteriza a
ésta el ser una accién (Vorgehen) determinada en su contenido por una situacién
concreta dada y el estar dominada por un fin objetivo, de mancra que su contenido
varia scgin los casos de acuerdo con la situacién y carece de una forma juridica
propia» (C. ScHMITT, Die Diktatur der Reichsprisidenten, cit., p. 248).

«La medida es actio y se contrapone a los actos soberanos constituyentes. Carac-
teristico de la medida es una especifica relacién cntre medio y fin. La medida estd
orientada hacia una determinada mecta» (E. FORSTH OFF, Uber Massnahme-Gesetze,
en «Rechtsstaat im Wandel», 1964, p. 83). Si no hemos malentendido el sentido de
la sentencia 179/85, la distincién bases/desarrollo legislativo vale para las constitutio-
nes, no para las actiones. En este punto es cldsico K. ZEIDLER, Massnahme-Gesetz
und «klassisches» Gesetz, Karlsruhe, 1961,

Sobre el caracter de «Ley-medida» de la Ley 27/1984, de 26 de julio, JIMENEZ-
Branco, La legislacion, cit., p. 356.
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mar pie en una mencién del articulo 30.1 EAG, lo cierto es que, como ya
hemos visto, sustantiva una nueva competencia econémica del Estado. «Or-
denacién general de la economia» pasa de ser una designacién abreviada dcl
conjunto de las competencias econdmicas estatales —vistas desde el mira-
dor de su funcién o del objetivo al que han de dirigirse— a convertirse en
una nueva competencia econdémica estatal, acaso la esencial, la que puede
sustituir a las competencias de planificacién de los articulos 131 y 149.1.13
CE y ejercitarse, ademds, sin los gravdmenes procedimentales del articu-
lo 131.2 CE. Esta competencia de ordenacién econémica general puede ad-
quirir, ademds, una gran virtualidad para autoexpandirse, amén de prestar-
se Optimamente a servir de canon fundamental para interpretar las singula-
res competencias econdémicas del Estado.

Si nuestra conclusién no es errénea, juzgue por si mismo el avisado
lector de la importancia que atribuiamos a la sentencia 29/86 al comienzo
de este comentario. (Uno de los puntos de inflexién decisivos de nuestra
jurisprudencia constitucional? No puede afirmarse ain con certidumbre (31).
Un cambio de rumbo sélo se hace claramente perceptible tras muchas horas
de seguir la nueva derrota. Pero ésta, a aquél se debe.

(31) Notese que la competencia de «ordenacién general de la economia» tiene
caracter subsidiario (cfr. supra en el texto V). Si el Tribunal Constitucional profun-
diza en esta nota, la «ordenacién general de la economia» se convertird en un dernier
ressort econémico de uso mas bien excepcional. Pero la vocacién expansiva de la
competencia es formidable.
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